
ENFERMEDADES PROFESIONALES: HISTORIA
DE J.AS PRESTACIONES COMPLEMENTARIAS

DE CARÁCTER MUTUALISTA (*)

í?-?efíZ6>eovtes ¡KSióíicos: fiégimen jurídico áz loa trabajadores encuadrados sn lía*
BüíatuísE ds :í. Caja áa Jubilaciones y Subsidios de ¡a Minería Asturiana y íos inte»
gíados en ías IViuEuaiiáatjec. Laborales del Carbón. Diferenciaciones.—II. xsgiwvi'fo
sífprdal y mcnnos transitorias: Mutualidades Laborales s Naturaleza de su gestión..—
l'fji. l'ñlei-preizáón jiKisprtsdenáal: i. Compatibiíidaá e incompatibilidad. 2. Condi-
ciones qu« determinan ]a subsistencia de las prestaciones compíesnieiítarias.—IV. De»
fecfeo sust&'nüi'G: 1. Aplicabilidad: a) Mutualidades Laborales, b) I'iaaaciacióíi y
r.cción pf.císcíora del vigente Sistema ds Seguridad Social, c; Dii'ectíicss y princi-
pias que infctman su estructura y contenido. 2. Normativa virante.—V. C©*3CÍ!iS¿b'
raes getiemtes.

?r<BCEDENTES HISTÓRICOS

Hl análisis histórico del tema exige, corno núcleo jurídico esencial, la cita
y transcripción de los preceptos aludidos y conectarlos con la disposición tran-
sitoria undécima de la Orden de 20 de junio de i969, por la que se estable^
irían normas para la aplicación y desarrollo del Decreto 384/1969, de sy de
siiarzo, que reguló el Régimen especial de la Seguridad Social para la Minería
ísel Carbón, para concluir con el estudio del Decreto 298/73, de 8 de febrero^
y Orden de 3 de abril siguiente, que actualiza este Régimen especial de acuer<-
io con la ley 24/1972, de 21 de junio, de financiación y perfección amiento

¿el Régimen general de la Seguridad Social.

[*} Estudio monográfico de "las prestaciones complementarias reguladas en íes artícu»
ios 15-16 y «."-ó.0 de ios Estatutos de la Caja de Jubilaciones y Subsidios de ía Mine-
irfa Asturiana, y de las restantes Mutualidades Laborales <3e! Carbón, respectivamente,
t. k luz <XÍ'. ios criterios jurisprudenciales y las vigentes disposiciones del Régimen Es»
facial para !a Minería de'l
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El artículo 13 cié la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Astu-
riana (i), establecía:

"Quienes teniendo la. consideración de mutuaiistas de una insti-
tución de previsión lanoral, sufran un accidente ce trabajo o una
enfermedad profesional, quedarán en la situación que a continua-
ción se especifica para cada caso: ;. Incapacidad temporal: Conser-
van la condición de mutuaiistas y podrán causar toda clase de presta-
ciones. Sin embargo, si les fuere concedida la jubilación, o las de
invalidez o larga enfermedad por causa distinta a! accidente o en-
fermedad profesional, no las devengarán hasta que cese la situación
de incapacidad temporal. 2.' Los afiliados que cosan cu el trabajo a
consecuencia de accidente laboral o enfermedad profesional que Íes
prarluzca incapacidad permanente absoluta para toda clase cíe trabajo,
total para la profesión habitual o parcial, tendrán derecho a una pen-
sión equivalente, respectivamente, al 15 por 100, 35 por 100 ó 55
por 100 del salario regulador, si concurren en ellos los requisitos si-
guientes : 1) Tener cubierto el período de carencia, y 2) Que hayar.
cumplido la edad que ¡es coi respondería para jubilación o, en su de-
lecto, que les sea reconocida incapacidad absoluta para el trabajo por
la Caja Nacional de Accidentes, cuantío aquélla derive cíe accidente
de trabajo o enfermedad profesional, o por e! Servicio Médico de la
Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Asturiana, cuando se
dé la circunstancia de otra enfermedad.>>

Adviértase cómo este precepto es una transcripción del artículo 2.1 de;
.Reglamento Genera! dei Mutualismo Laboral de 10 de septiembre de 1^54,
debidamente adecuado a la peculiar artiviciad que contempla; quedando in-
tegrados en el apartado segundo del precepto comentado; los números ordi-
nales 2." y 3." de aquél, y pasando el punto 4.' a constituir el artículo 16 ¿3
Jos Estatutos de la Caja, que por su conexión con el tema debatido interesa
*:raer a colación.

Se regulaba en este último párrafo que:

«El mutualista o pensionista que fallezca con ocasión, o a conse-
cuencia de accidente, ele trabajo en enfermedad profesional reconocía;

(1) En lo sucesivo se. hablará de los Estatutos de ¡a Caja refiriéndose a estts
•maliciad Laboral del Carbón.
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por la Caja Nacional de Accidentes, causará en favor del cónyuge la
pensión de viudedad en cuantía equivalente al 7,5 por 100 del sala-
rio regulador del causante.-

Por su parte, el artículo 5.' de los Estatutos de las Mutualidades Laborales1

•-.••el Carbón - -Noroeste, Centro-Levante y Sur - (aprobados por Orden de
.25 de septiembre de i9<54 y modificados por Orden de 26 de septiembre
dé 196o), estatuían en si cuadro general de prestaciones reglamentarias, la
pensión complementaria a la correspondiente de silicosis, en los porcentajes

.del 10 y 25 por 100 para el tercero y segundo grado, respectivamente;
siendo incompatibles con el trabajo por cuenta ajena, según disponía el si'
.̂ inCTíe artículo.

La trayectoria histórico jurídica de la exposición pretendida, exi^e la ciís.
:ie la disposición transitoria undécima de la Orden de 20 de junio ele T969,
.pe precisaba :

«En el ámbito de la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Mine-
ría Asturiana, las pensiones mutualistas causadas con anterioridad a
•¿." de abril de i969, se extinguen si .se le reconociera al beneficia'
no pensión por accidente de trabajo o enfermedad profesional, sv:.
perjuicio del derecho a causar, en sus correspondientes casos, las pres-
taciones del artículo 1-5 o la del último párrafo del artículo 16 de los
listatuíos de ̂ ¡ de julio cié J959, si concurrieren los demás requisitos
para su concesión.')

En este punto de la exposición conviene hacer determinadas concreciones,
sin perjuicio de las posteriores y definitivas conclusiones a que se llegará pos1

vi'd legal, con base en las nuevas disposiciones que actualizan este régimen;

Primera. De un lado, el artículo r-} de los Estatutos de la Ca¡£
regula una prestación complementaria en presencia de una incapac-
dad permanente (parcial, total y absoluta), derivada de (tendente d-2
trabajo o enfermedad profesional, precisando por demás los requisi-
tos «mutualistas» de esta típica prestación. Sin embargo, la pensión
complementaria que definían los artículos 5.0 y 6." de los Estatuios
de las restantes Mutualidades del Carbón, se referían exclusivamente
a pensión complementaria a la correspondiente por silicosis en les
grados 2." y 3.0 y con distinto porcentaje con respecto a lo estable-
cido en aquel artículo 13. De todo ello se puede deducir que en si
ámbito de los Estatutos de las Mutualidades del Carbón, en la cea"
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cesión ds la prestación complementaria (como denominación genérica},,
quedaba excluida siempre ía situación ele incapacidad permanente par-
cial derivada de accidente ¿e trabajo y los supuestos invalidantes-
causados por las restantes enfermedades profesionales que no sea ia
Athcosis, además de oírecer porcentajes inferiores. Por otro lado, e¿
apuntado artículo 26 de los Estatutos de la repetida Caja, concedía,,
asimismo, en los .supuestos de viudedad, una pensión complementaos
'(7,5 por ico del salario regulador), prestación no regulada en los ck¡~
anas Estatuios de la Mutualidad Laboral del Carbón. Conduskmas que-
llevan a pensar que la normativa aplicable para la minería del car-
bón, con anterioridad a la vigencia de este Régimen especial, pro--
tegís. más intensamente a los trabajadoras incluidos en si ámbito ds
la C:ija de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Asturiana.

Secunda. Hasta la vigencia del nuevo sistema de la .Segundad-
Social, la protección general de la previsión, social, arranca de ua t
serie ele seguros sociales que tenían el carácter de prestaciones básí-'
cas y otras nacidas con las Mutualidades Laborales, institución cuya
característica esencial radica en ía complementariedad de sus presta-
ciones i En el sentido ele que otorgan prestaciones compatibles cor:-:
If.s del Régimen general de la Seguridad Social, "bien, para tipos éff
riesgos no cubiertos o insuficientemente cubiertos por aquél, bien para
los mismos riesgos, pero concediendo prestaciones adicionales (2}.

Tercera. El Derecho transitorio, como conjunto de normas que.--
partie&dc ¿a la irreiroacíivieiad de las leyes en términos relativos—
y respetando ¡os derechos adquiridos, tienden a acomodar para eí
futuro las situaciones nacidas al amparo de la legislación anterior que-
en su consumación, hienden la temporalidad de ¡a nueva normativa;_
pero advirtiendo, como señala la jurisprudencia -sentencia de 22 dv
noviembre de 196;$. Ar. 5.082—, que el cambio de las disposiciones"
del Derecho positivo, plantea siempre un problema de Derecho tran-
sitorio para determinar cuándo termina la obligatoriedad de la norma
derogada y empieza i a de la nueva, problema fácil de resolver si fe;
última contiene entre sus preceptos las disposiciones transitorias apli-»
cables. Mas los eventuales «derechos» aquí controvertidos respondéis
a otra naturaleza.

las puntualizaciones observadas pueden resumirse: a) Que los trabaja-'

Seres mineros encuadrados en la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Mine-

ra) M. ALONSO OLEA: Instituciones de la Seguridad Social, Madrid, 1959, pág. i&V

80



ENFERMEDADES PROFESIONALES

da Asf.uriana (ámbito territorial de la provincia de Oviedo), gozaban de cas
protección más acentuada con respecto a ios demás trabajadores mineros, b) Qu@
•?.n ssíe aspecto, y en relación con los artículos debatidos, las prestaciones qus
concede si jnuíualismo laboral, tienen im carácter complementario de las aá"
sscas que otorgaba el régimen de los seguros sociales unificados, accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales, c) Que el Derecho transitorio no es
siüctu ssnsu ima norma de futuro generalizada, sino una disposición que prS"
"ende regular los derechos expectantes {no simples esperanzas) originados •—~J
fio perfeccionados-••- bajo el imperio de preceptos derogados.

Ií

.RÉGIMEN KSPECIAL Y NORMAS TRANSITORIAS

La configuración de la actual Seguridad Social española está presidida po;1

"istias directrices, las cuales, además de conferirle su más alto valor, resumes
-:Ü alcance de la reforma -—véase el núm. z de la primera parte de la ley de
:J;Í5£S {3)—. La puesta en marcha de la vigente normativa, al determinar quiera
.'-¿actuará la gestión de la Seguridad Social (arts. 38 y i94)5 quiénes colabora*
í'án fin la misma {arts. 46 y i99) y fijar, partiendo ciel alcance de su acción
íK'oíectora, las correspondientes compentenc:as cíe aquéllas {arts. 42, xSg, i96
7 :.9"f, preceptos todos cíe la ley General de la Seguridad Social, texto refun*
dicta aprobado por Decreto 2.065/1974 de 30 de mayo), opera no sólo uas.
reestructuración, innovación o intensificación de prestaciones, sino que, por:
"uanío se refiere a las Mutualidades Laborales, supone un cambio de título er.
h. naturaleza de su gestión, al pasar de conceder pensiones o in¿emnizacf.ones
• en. ocasiones adicionales - a otorgar, con carácter principal y único, en toda
•Sü extensión y ej:clusivamente, la acción protectora que le es atribuidla con*
íerme a lo dispuesto en el artículo 42*1 de la norma citada, marginando Is
general condición de '-mutuaüsta.'., que requería el antiguo Reglamento ceí
XQütualismo laboral y respectivos Estatutos de estas Instituciones de Previsión
Social y modificándose las condicionantes de cada prestación en particular;
ai bien, por razones obvias, se mantiene el encuadramiento en una actividad
laboral o por ramas de producción que simplifica la tarea administrativa de
gestión y justifica sobradamente la necesaria permanencia y eficacia de las
Mutualidades Laborales, tan acreditadas en el mundo del trabajo.

3) Sobre esta materia consúltese, entre otros, las Diez lecciones sobre la nueva
bgisUtción española de Segundad Social. Seminario de Derecho del Trabajo, I;¿u:uka¿
"ÍP. Derecho, Madrid, 196.4.
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Cabe en este punto conectar la materia de atribuciones y competencias
con ías disposiciones que regulan la financiación cíe la Seguridad Social, cor;,
la intención de colegir ia justa correspondencia entre fines y recursos econc--
xnicos. Según los artículos 48 y siguientes concordantes de la ley General de
ia Seguridad Social, para el cumplimiento de los fines encomendados, se asig-
nan a cada entidad gestora los pertinentes medios económicos, que, en su
gestión y aphcabihdad, deberán actuar en la forma prevista en el anterior
artículo 43; extremos debidamente desarrollados en el artículo 210 del refe-
rido texto y Decreto 3.159/1966 de 23 de diciembre, que aprueba el Regla--
mentó General de la Segundad Social, normas, cuando menos, de evidente
contenido orientador para los Regímenes especiales.

Con fecha -11 de: marzo de 1ÍJ67, se publicaba el Decreto 574 1967, da 2 i
de marzo, por ei que se disponía la constitución de una Comisión intermi-
nisterial para efectuar los estudios previos ai establecimiento de! Régimen es-
pecial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón, y se mantenía, cor:-
carácter provisional, la normativa vigente en materia de mutualismo laboral,
si bisn que determinadas situaciones se regirían por las disposiciones aplica-
bles en 1." de enero ds i96" al Régimen general. En i.': de abril cíe 1965
entraba en vigor el Régimen especial de la Seguridad Social para la Minen':;
del Carbón, que se regiría por el Decreto 584/1969, de 17 de marzo, y er:
iodo lo no previsto en él y en ¡as normas para su aplicación y desarrollo - sus-
íancialmente la Orden de .'.o de junio cié i969- - se regulará por las disposi-
ciones del Régimen general (art. s." del Decreto). Un materia ele réginisn tran-
sitorio, con excepción de cuanto en ellos se recoge, se remiten a los de igual
carácter del Régimen general. De la extensa y compleja relación de normas
que lo integran, destaca la ya apuntada disposición transitoria undécima, de-
innecesaria repetición, si bien parece conveniente reiterar su comienzo;

<íEn e! ámbito de ia Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Astu-
riana... > Es curioso observar cómo en numerosas ocasiones estas disposiciones
íransitorias aluden a las "Mutualidades Laborales del Carbón^, como alusiór
genérica de las entidades que encuadran A los trabajadores de este sector la-
coral, y. sin embargo, en la redacción de la repetida disposición transitoria,,
se hace referencia exclusiva al sector laboral que integra los Estatutos de
la. Caja, con la particularidad que en ningún precepto de este carácter ínter--
temporal se mencionan o contemplan, estricta y exclusivamente, a trabajadores-
integrados en las demás Mutualidades Laborales dei Carbón.

En este orden dispositivo y en materia íntimamente conexa, es conve-
niente señalar que con fecha 25 de mayo de i9"i la Dirección General de
ía Seguridad Social dicta una resolución sobre responsabilidad de una sois
entidad en el caso de invalidez permanente, cuando concurran distintas coiv-
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íingencias, partiendo del principio cíe consideración conjunta de situaciones y
contingencias que informa el nuevo sistema de Seguridad Social, así como si
de unidad de gestión, siempre teniendo en cuenta la contingencia que SE
mayor grado determina la calificación; eslima que así habrá de hacerse en
ios correspondientes expedientes previos a la actuación de las Comisiones Téo
nicas Calificadoras. Extremos que se reiteran, en parte, en la resolución dic-
tada por esta misma Dirección con fecha de i .'•' de. lebrero de 1^72.

De otra parte, una sentencia dictada en recurso de interés de ley con re*
cha 6 de marzo cíe i9ji¡ junto con la abundante jurisprudencia existente en
la materia, amén de otros datos e informes, impulsó a la. Dirección. General
de la Segundad Social, en: uso de las facultades que le están conferidas, a
declarar con fecha 28 de. agosto de i9yi, la subsistencia de la pensión coin--
plcmentaria a la correspondiente ;\ silicosis en segundo y tercer grado esta-
blecido en los artículos 5."'»'>.: de los Estatutos de las Mutualidades Laborales
del Carbón, entendiendo que. no ha sido suprimida por la implantación del
Régimen especial para esta actividad laboral, debiéndose computar dicha pen--
sión por los hechos acaecidos a partir de 1." de abril ele i969. Adviniendo er...
su punto quinto que cuanto se establecía quedaría sin efecto en el supuesto
de que se produjese una derogación expresa de los mencionados artículos»

Finalmente, la reciente legislación —-de posterior exposición — sobre le.
materia, constituida por el Decreto 298 73, de 8 de lebrero, y la Orden de 3 de
abril siguiente, dan al traste con la precaria subsistencia per se de las presta-
ciones mutualistas objeto del tema.

¡I!

INTERPRETACIÓN JURISPRUDENCIAL

Procede analizar la jurisprudencia de nuestro más Alto Tribunal en esta
materia, con un sentido cronológico, tomando corno fecha clave la entrada en
vigor de este Régimen especial y erigiendo todo su estudio o exposición sobre
dos sentencias dictadas en recursos en interés de la ley.

í. Compatibilidad e incompatibilidades

i.i. Compatibilidad.- Parece pertinente plantearse esta cuestión partien--
cic de la simultánea coexistencia de una prestación económica derivada de;
invalidez permanente, por enfermedad o jubilación, y otra declarada posterioí>
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sneaíe —pero con anterioridad a x/' de abril de i969••— con origen en una
enfermedad profesional. Es reiterada la jurisprudencia que abona este erke-
¿o {exitre otras; ;.: de abril de :<966, A. 2.139; 10 de octubre de 3; 969,
A. 5.4^3? i'4 u abril ¿e 1970, A. 3.513; 2.8 de enere de i9~i, A. 381}, con-
sagrando la compatibilidad de las pensiones cíe! mutualismo laboral, como
institución, de Previsión Social, con aquñ-ias oísas que sean debidas a ¡as inca'
pacidades causadas por accidente de trabajo o enfermedad profesional, así eora.Cc,
en general, COK. las otorgadas por ios Segures Sociales Unificados (?.rí. 38 dei
.Reglamento Genere! del Mníuaíismo Laboral de ic de septiembre de 3 95.4),
bien ss trate ae hacer coexistir una pensión dimanante de enfermedad cornÚK
con la sobrevenida de enfermedad profesional o de ésta con otra preexistente
•de jubilación, sin que la invocación de los ai'cíenlos 15 de los Estatuios de h.
Caja de Jubilaciones y Subsidios ele la Minería Asturiana, y 9i del texto as>
•Jaculado 1 de ia ley de Seguridad Social, sean viables para suprimir la pansióa
•que venía abonando ia mentada Caja, para conceder en su lugar la prestación
complementaria establecida en al referido artículo 13, «dado que el preceplc
•sstatuíarío regula el supuesto de afiliados que cesen en el trabajo-, a conse-
cuencia de accidente de trabajo o enfermedad profesional, ?„ los que reconecs
ú derecho al percibo de una pensión complementaria, y no a los que disfrute;?,
-de una pensión por invalidez consecuente a incapacidad permanente aasc-
kita para totís. clase de trabajo, no debida a las mencionadas causas». (Véase,
•por todas, k sentencia de 22 de enero de I9"/.T, A. 34S?); por cuanto se refiere
a. la cita ciel artículo 9i, interesa puntualizar que «sóle declara mccinpatibles
•^ntre sí las pensiones que se conceden en el Régimen general, con IG que
tácitamente consagra la compatibilidad de éstas con las debidas por las Instr.-
•íuciones de Previsión Social o Seguros particulares, nacidas con arreglo a su
específica normativa y generados con independencia del Régimen general de
la Seguridad Social» {sentencia de 18 de marzo de 1970, A. 1.235, e n e^
mismo sentido, sentencia de 2 de noviembre de 1970, A. 4.55a, entre otras).
;.Con más claridad aún —en materia de jubilación-- el Tribunal Supremo es.
sentencia de 17 de marzo de 1965, A. 1.628, declaró «que no hay an ningúr.
caso razón justificada para la privación de la pensión de jubilación, pues ge-
nerándose la misma por una continuada vida de trabajo, cotizando en el :ni>
iualismo laboral para gozar en su día de tal beneficio, la privación de k
cnisina sería alentadora a los principios de equidad por contrario a ia equi-
valencia entre prestación y contraprestación, así como que si, efectivamente,
las indemnizaciones por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales
•productoras de incapacidades laborales tienden a restablecer ei equilihr.c sco-
¿acmico individual o familiar perturbado por el siniestro, ése nc es el único
.Tactivo de su consagración legal, porque si el Estado debe arbitrar tnedsos

:3
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para reparar los quebrantos sufridos en el trabajo, ello es con abstracción ás
la mejor o peor situación económica de los trabajadores o de aquella eirá, a
la que por el transcurso ¿el tiempo o por imprevisible evento pueden llega"
a adquirir en el porvenir».

S; en esta controversia jurídica entrase en juego la disposición tratisitorií.
undécima de la Orden de 20 de junio de i969, «su aplicación ciertamect?,
pudiera conducir a una situación distinta —sentencia de sS de marzo de 'i9yQr,
A. 1.235-—, criterio que sería discutible en el terreno ele prevalencia- y ~a';;.gc
de las reglas legales, pero no puede olvidarse que tal Orcen por virtud de la
citada regla transitoria tiene limitados sus efectos retroactivos, en cuanto z. í.t
•extinción cíe Jas pensiones niuíualistas causadas, a los casos en. que se Í'SCOXÍ.ÍÍ"

ciara al beneficiario una pensión por accidente de trabajo o enfermedad pro-
tesional, ¡'efiriénaosc a un cierto futuro corno claramente se infiere cíe ía ora-
ción gramatical construida pee el legislador; con ello se pueden distinguir dos
claros supuestos: uno, aquél en el que reconocida y en vigencia la pgasioia
mutualista antes de i.° de abril de i969, se produzca, ya vigente la Oí;¿e;;,
una pensión por accidente de trabajo c enfermedad profesional, en cuyo ej.se
.la prestación mutualisía preexistente se pudiera extinguir, sin perjuicio del
derecho a causar las del artículo 13 ó la del último párrafo del artículo Á6 de
los Estatutos de 31 de julio de I 9 J 9 de la Caja de Jubilaciones, si concurrie-
ran los requisitas precisos para su concesión? y otro, en el que Ci'asacSss y vi*
gantes la prestación, rnutualista y la correspondiente a un accidente áe tes-
bajo o enfermedad profesional e:.;. fecha anterior a la Orden cié 20 c?e ÍÍ.CJ.G

ds :(9ó9 y aun a la cís x.° de abril que fija su disposición transitoria '¿r., apa-
rece nacida al tráfico una situación jurídica que no puede ser cambiada 33?
una disposición legal posterior para perjudicar a!, titular de un derecho *'£cc-
nocido».

1.2. Incompatibilidades.—Con anterioridad a i.° de abril de :969, esta
circunstancia era latente cuando una enfermedad común actuaba de concu-
rrente tipificada en presencia de una silicosis sobrevenida, en cuyo caso sírcete
ssnsu no se trata de incompatibilidad, puesto que no eran declaradas dos si-
tuaciones incapacitantes, sino que desaparecía su entidad patológica invali-
dante per se para asociarse a la silicosis, surgiendo una invalidez profesionah
con trascendencia jurídica, precisamente por la intercurrencia de aquella do-
lencia de tipo común. {Por todas, sentencia de 20 de mayo de 1970, A. 2.618):
si bien, en ocasiones, surge una situación opcional a íavor del trabajador be-
neficiario entre las prestaciones económicas por enfermedad común aislaa£-
mante o la futura de enfermedad profesional, por absorción de aquélla (ser.'
íencia de 2?. de abril de i9yo, A. 1.774).
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Sin embargo, 'a efectividad ele la repetida regla transitoria ES evidente tan
pronto como se le reconoce al beneficiario jubilado o inválido mufualísta pen-
sión por accidente de trabajo o enfermedad profesional, con posterioridad a
: / de abril de i969. operando sxtintivamente sobre la prestación mutualista,
sis perjuicio, y en su caso, de recibir las complementarias del artículo 13 ó 16
¿s los .estatuios cíe 31 de julio de i959, según sentencia de 26 de febrero
¿s ±9JJ, Á. 969. Extremos que, definitivamente, consolidó nuestro más Alto
Tribunal en la sentencia dictada en recurso de casación en interés de ley de
20 de octubre de 1971, A. 4.228, que, tras un minucioso y detenido análisis
jurídico estima no podía reputarse errónea la doctrina estableada por el Tri-
bunal Central de Trabajo en una sentencia dictada sobre sustitución de pen-
sión cb jubilación, por la complementaria del artículo 1-; al ser declarado el
trabajador titular, con posterioridad a la entrada an vigor del Régimen espe-
¿al para la Minería, afecto de una invalidez permanente en grado de inca'
'pacidad. permanente total derivada de silicosis, argumentando con base en la
repetida disposición transitoria y definiendo que &no cabe estimar que se
produzca el enriquecimiento injusto a favor de la entidad demandada alegado
en el recurso, no sólo por el carácter mutualista de la misma y el sistema de
repasto de riesgos en que fundamentalmente se inspira la Seguridad Social,
sino también, porque según el Tribunal Supremo tiene declarado, entre otras.
en sus sentencias de la Sala 1.% de 2.3 de noviembre de. I9/L6; 28 de enere
de 1956, A. 669; 20 de diciembre de I 9 6 I , y 23 de marzo de i96ó, A. 1.206,
entra los requisitos o presupuestos que se adquieren para que se produzca el
enriquecimiento injusto o sin causa, se encuentra sí de que no exista un pre-
cepto legal que por razones de interés social autorice la atribución patrimo-
nial o las consecuencias que se habían de evitar con la aplicación de aquél».
Al parecer estamos contemplando la vigencia de una norma, pero por aplica-
ción sustitutiva.

2. Subsistencia de las prestaciones complementarias

Un verdadero cuerpo de doctrina legal que arranca de la sentencia dic-
íada en recurso en interés de la !ey de 6 de marzo de í97i , A. 3.8.9o, se
construye en torno a la vigencia y compatibilidad de aquellas prestaciones adi-
cionales con el sistema general de prestaciones de. la nueva Seguridad Social,
:co obstante existir precedentes jurisprudenciales en este sentido (entre otras,
sentencias de 3 de febrero de l°7o, A. 614, y 18 de febrero de 1971, A. 1.863).

La jurisprudencia del Tribunal Supremo mantiene en líneas generales- -
las prestaciones de! artículo 22, 3." de! Reglamento General de! Mutualismc

€»G
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Laboral; los artículos 5. '-.6 de los Estatutos cíe las Mutualidades Laborales del
Carbón, así corno los preceptos 13 y 16 de los Estatuios ¿e la Caja de Jubila--
dones y Subsidios de la Minería Asturiana, con base en la no derogación
sxpresa o tácita de tales normas. La derogación expresa no consta en ninguna
de las disposiciones que sucedieron en la regulación de esta materia; por
cuanto a la tácita se argumenta que atiene lugar cuando las normas de la ley
nueva son incompatibles con los de la precedente, sin que la ley general
derogue tácitamente la !ey especial, sólo si es incompatible con el sistema o el
criterio de aquélla o así se deduce de la misma», circunstancia que no acon-
tece en estos supuestos (véase, entre otras, sentencias de 10 de mayo de 1971,
A. 2.573; 9 de marzo de 1971, A. 1.866; 5 de julio de 1971;, A. 3.292, y
la dictada en recurso en interés de iey de 6 de marzo de i97i, ya invocada);
interpretación que aparece corroborada por el hecho de que en la propia dis-
posición transitoria discutida se decía: «... sm perjuicio del derecho a causar-
an sus respectivos casos, las prestaciones del artículo 13 ó las del último párrafo
dsl artículo 16, si concurren los demás requisitos exigidos para su concesión».
Adviértase cómo la jurisprudencia extiende una siíuac.ón rsgulaca sustantiva'
mente, para los trabajadores mineros integrados en los Estatutos da la Ca;a
a ios demás sectores mineros, sin considerar, tai vez, la existencia de premisas
diferenciadas —requisitos- de las originarias prestaciones.

IV

D E R E C H O S U S T A N T I YO

I . Su aphcabihdad

Una densa problemática deja tras sí las precedentes anotaciones. Se hace
necesario un meticuloso y exhaustivo análisis de normas, jurisprudencia y doc-
trina que arroje luz a la debatida cuestión, no sin antes dejar constancia de la
complejidad del tema, así como de las serias e innumerables dificultades que
la pretensión implica, hasta llegar a la actualización de este Régimen especial
ion base en la ley 24/1972 de 21 de junio.

Toda la argumentación tendente a evidenciar la extinción de tales presía--
•riones mutualistas descansa sobre una triple fundamentación que arranca de
la ley de Bases de 28 de diciembre de i96$, de sus textos articulados, la men-
cionada ley 24/1972 y demás disposiciones de desarrollo, para concluir con el
Decreto 298/73, de 8 de febrero, y Orden de 3 de abril siguiente. De un
lado opera la transformación de la naturaleza jurídica de la gestión de la Se--
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guviáaá Social per parte c!e las Mutualidades Labóralas, como consecuencia cíe
la implantación del nuevo sistema; en segundo lugar, la acción protectora
y financiación del mismo, y, finalmente, las directrices y principios que infor-
man su estructura y contenido.

a) Muinahdaáes Laborales.—No corresponde a este lugar, atendiendo a la
finalidad que se persigue, profundizar e:.i tomo al concepto y caracteres de
•ssta institución enmarcada en ei panorama general de la Previsión Social es-
pañola ; sin embargo, es pertinente descollar su inicia! condición complemen*
íaria y coadyuvante en favor de una protección más eficaz de los írabeís.-*
clores profesionahnents agrupados, hasta desembocar, por la progresiva amplia-
ción de su ámbito de vigencia, en un sistema paralelo, sin velación de cai'ácíss:
jerárquico, respecto al régimen de les Seguros Sociales generales administra-
dos por el Instituto Nacional de Previsión. {4}. Alcanzando, como última
fase de su evolución, carta de naturaleza etf. la gestión de la Seguridad So-
cial, al consolidar el carácter de Entidad gestera juntamente coro, el Instituto
Nacional de Previsión (5).

El cuadro de prestaciones reglamentarias básicas de la acción protectora cíe!
snuíualismc laboral excluía las situaciones sobrevenidas a consecuencia de
accidente de trabajo y enfermedad profesional, cuya cobertura corresponde-
ría, bien a la Caja Nacional de Seguro de Accidentes de Trabajo, a una Mu-
tualidad Patronal autorizada, o a una Compañía ¡egalmente constituida, coa-
forme al artículo 73 del Reglamento de Accidentes de Trabajo ele 22 de jumo
de 1956, y al Fondo Compensador del Seguro de Accidentes de Trabaje y
Enfermedades Profesionales, según Decreto 792/61, de 13 de abril (arts. i.u

y 4,0). No obstante, cuando este riesgo sa siniestraba y aparecía un estado
invalidante u ocasionaba, incluso, el fallecimiento del trabajador considerado
•nwtualisitX, otorgaban determinadas prestaciones económicas absolutamente adi-
cionales de aquellas que, con carácter principal, se generaban en el ámbitc
de los Seguros de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales. Pen-
samos exclusivamente en los artículos 22/ 3.0 y 4." del Reglamento General

(4) D. J. L. Mltn.AN GIL: El Mutualismo Laboral, pág. 93. Sobre esta materia puede
consultarse, entre otros, a: J. E. BLANCO RODRÍGUF.Z: "El Mutualisnio Laboral», en
Revista de Derecho del Trabajo, iitiin. 1, febrero 195.); C. GALA VAÍ.LEJO : «Apuntes
sobre Mutualisnio. Las Mutualidades y Montepíos ubres de Previsión Social y las Mu-
íualidades Laborales», cu Boletín de Divulgación Social de la Vicesecretario, Nacional
de Ordenación Social, Madrid, 1959.

{5) Sobre este tema, ]. VIDA SORIA : Observaciones sobre la gestión ds ía previsión.
social y U nueva ley de Bases de la Seguridad Social», en Diez lecciones sobre la nueva
legislación española, de Seguridad Social (texto ya citado), pág. 71.

ce
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del Mutualismo Laboral, 13 y 16 de los Estatutos de la Caja de Jubilaciones
y subsidios de la Minería Asturiana y y."'b de los Estatutos de las restante?
Mutualidades Laborales del Carbón.

Este conjunto diverso de prestaciones complementarias, aun partiendo de
la premisa común, para adquirir este derecho, de ser tenidos por ('mutua'
listas n los trabajadores beneficiarios, su específica concesión viene condicio-
nada por pecul.-ares requisitos, además de tener naturaleza de prestaciones re-
glamentarias según establecía el artículo 5.0 de los Estatutos de !as Mutualida-
de.s Laborales del Carbón, no ocurriendo de este modo en las prestaciones
reguladas en eí artículo 22 del Reglamento General cíeí Mutualismo Laboral
y artículos 13 y 16 de los Estatutos de la Caja, no gozan de igual carácter,
sin que a los efectos de condicionamientos, en toda su generalidad, parezca
estimable alegarse la subsidianedad del Reglamento General por cuanto eíío
vendría a limitar los derechos que en potencia y sin generxx preveían aqua-
llas disposiciones.

Las dificultades del tenia, la sutil complejidad de su contextura y su apa'
rente dispersión • -que. no es sino el esíuevzo por localizar una base más
amp'ia y razonada— exige articular la exposición clel mismo con un método
rigurosamente analítico.

Hasta la entrada en vigor de cada uno ds los Regímenes de Seguridad
Social que integran el actual sistema —inclusión hecha, a los pertinentes efec'
tos, la materia referente a la gestión de los accidentes de trabajo y enferme-
dades profesionales- , una poderosa y razonada causa justificaba la existencia
cíe aquellas prestaciones y subsidios adicionales: compensar el esfuerzo eco--
nómico soportado por los trabajadores —según terminología jurisprudencial—
que cesaban en el trabajo por cuenta ajena y perdían su condición de mu-
tudista de una Institución de Previsión Laboral. Y decíamos hasta la fecha de
iniciación de cada Régimen en particular, porque los presupuestos de. hecho
y de derecho han cambiado.

En este punto de contacto entre la ley de Bases de 28 de diciembre de
:96j y textos y normas de su desarrollo, como base de partida, junto con los
criterios jurisprudenciales sustentados, se podría invocar, como línea diví»
soria, la suerte que correrían los derechos adquiridos. El tema ha sido amplia'
mente tratado por la doctrina (f¡), coincidiendo que el concepto de derecho
adquirido está en crisis. Pero, además, lo que en este teína podría entenderse
como derechos adquiridos, no son sino expectativas o simples esperanzas, de
derechos, por cuanto acudir a unas normas inttrtemporales -las transitorias

(6) Entre otras, véase a SuÁRF.z GONZÁLEZ: .¡Sobre la ley de Seguridad Social y e¡
derecho transitorio)', en Revisia de Política, iiiíin. 61, páj;. .137.
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de la ley General de la Segundad Social o a las de igual carácter del Régimen
sspedal de la Minería— técnicamente no es pertinente en razón de que nc
se traía cíe un derecho ya existente y la calidad de íransiíoriedad, en esta ma-
teria de las prestaciones complementarias muíualistas, sería de una elasticidad
ilimitada e impertinente.

b) Financiación -y acetan protectora del vigente sistcmi de Segundad so--
cid.—Como ya se ha indicado en este trabajo tendente a esclarecer la vigencia
o extinción de las prestaciones complementarias mutualisías y su entronque
con el actual sistema de Seguridad Social, no se pretende meditar todas y
cada una de las materias sobre las que se apoya o incide. Se abordan somera'
mente en ocasiones por una exigencia histérico-científica, aunque no margina!.
a su desarrollo (y).

Sin pretender una auténtica apoyatura legal, recordamos que la exposi-
ción de motivos de la ley de Bases de la Seguridad Social de Ú'J de diciem-
bre de I96-Í. en el número 7 del epígrafe I que trata de la justificación y di-
rectrices de la ley, señalaban que: «La financiación de la Seguridad Socia!
española se ha estructurado mediante el sistema de reparto ele ios pagos anua-
les en amplios períodos cíe tiempo, procedimiento que impone la corriente in-
ternacional y que asimismo es aconsejado con carácter genera! por la Oficina
Internacional del Trabajo-". La Seguridad Social va poce a poco dejando cíe
ssr un régimen financiero, se va descapitahzando, sus prestaciones no pueden
disminuirse, su costo es difícil reducirlo y, así, va dejando de ser una Empresa
económica para convertirse en una Empresa nacional a cualquier costo, y
su sistema se requiera o no, se va acercando a la naturaleza del servicio pú-
blico, de forma más alejada cada vez de los sistemas de ahorro y capitaliza-
ción y de la técnica del seguro privado (8).

Por cuanto se refiere a ia acción protectora de la Seguridad Social (expo-
sición de motivos, epígrafe II, número i). La ley amplía su campo de aplica-
ción en el que quedarán encuadrados todos los españoles que reúnan las con-
diciones previstas en la base segunda, cualquiera que fuera su actividad pro-
fesional.

(7) Aspectos económico-financieros de la Seguridad Sociai y su regulación en ia
nueva íey de Bases de A. REDECILLA y L. SABANDO, en REVISTA UF. POLÍTICA SOCIAL, nú-

mero 6 1 ; M. I'ACJOAGA : '«La Seguridad Social y la redistribución de la renta nacional»,
en R. /. S. S., níim. 4, 1971, entre otros.

(8) Según el profesor G. BAYON CHACÓN en «Pasado, presente y futuro de la Segu-
rielad Social», de D»e* lecciones sobre la nueva legislación española de Segundad
Sociiü, pág. 97. Sobre el misma tcniA } . VIDA SoKIA, pág. 33 deí texto citado, «Observa-
ciones sobra las directrices generales de. la ley de Bases de 28 de diciembre de 1963)-.
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Resumiendo, pedemos decir que se estructuró una nueva Seguridad So-
o.al donde, entre otras peculiaridades, sobresalían su sistema ¿e financiación,
pasando de un sistema de capitalización a otro de reparto (solidaridad nacional)
y la cobertura expandida sobre todos ios trabajadores en las condicionantes
precitadas. Se parte de una nueva estructura de los recursos económicos y de
una nueva adjetivación del trabajador: añilado y en alta —no en términos abso-
Jutas—-, desvaneciéndose ¡a anterior calificación de "fnutualista'.

Se decía en líneas precedentes que hasta la entrada en vigor de cada une
de los regímenes que integran el sistema de Seguridad Social, tenía razón
de ser la doctrina jurisprudencial que consagraba la compatibilidad entre las
pensiones del mutuahsmo laboral, como Institución de Previsión Laboral, y
aquellas oirás que con carácter principal eran consecutivas a accidente de tra-
bajo o enfermedad profesional, en beneficio de los trabajadores que obsten.'
íaban la condición de mutualistas y la conservan por haber venido a lo largo
del tiempo haciendo el sacrificio económico de sus cotizaciones. Sobre síío es
pertinente recordar y meditar que en numerosas sentencias de nuestro más
Alto Tribunal —en materia de nuevas disposiciones, derecho transitorio y nor-
mativa anterior por otra posterior puede ser no sólo expresa, sino también
tácita, y ésta tiene lugar cuando ¡as normas de la ley anterior sean incompa-
tibles con las de la nueva o con el sistema el criterio de ésta. A título de ejem-
plo citarnos !a sentencia de 27 de noviembre de i9yi por la que se declara la
incompatibilidad de los subsidios establecidos en la regla 4.a del artículo 22
del Reglamento General del Mutualismo Laboral con los regulados en los ar-
tículos 28 y z9 de la Orden de 13 de febrero de i96y sobre prestaciones de
muerte y supervivencia, argumetándose que la finalidad de ambas indemniza-
ciones (tantos alzados para la viuda e hijos) contemplan el mismo hecho
causante, análoga naturaleza, finalidad y cuantía. Y afirma esta sentencia que,
en base a los precedentes razonamientos, se entiende derogada aquella regla
del artículo 22 apuntado; puntualizando ulteriormente que «tales preceptos
—hace referencia a los que regulan el Sistema Especial de la Minería del Car-
bón—• de la nueva legislación no han derogado los artículos 1 •$ de los Esta-
tutos de la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Asturiana, y 5." y 6."
de los Estatutos de las Mutualidades Laborales del Carbón, en que se esta-
blecen la llamada pensión complementaria a la de silicosis. Afirmación que exige
definir tres conceptos:

a) Que la pensión complementaria a la correspondiente por el
seguro de silicosis, únicamente se estatuye para los trabajadores inte-
grados en las Mutualidades Laborales del Carbón y únicamente en.
beneficio del propio beneficiario titular, por las razones de que esta-
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blece porcentajes —inferiores siempre a los de la •Caja-— diferente?
es i'jvsüíEi tM girado invalidante y que ss iicompaíible con si trabaje
pox' r.u.SDía ajena, por lo tanto se está excluyemelo para la muerte y
supervivencia; en tanto que los Estatutos ds ia Caja en su aríícu--
lo 13, que sustituye a las reglas 2.a y 3," del artículo 22 del multirre»
petr.de Reglamento General del Mutualismo Labora!, establees una
pñiiaióm complementaria de otra derivada cíe enfermedad profesional
{su cualquier gracia) o incluso prov.meníe de accidente de trabajo,.
Prestaciones que, si se tiene en cuenta los restantes requisitos que
condicionan su derecho, difícilmente desde un punto de vista doc-
trinal pueden identificarse con aquéllas, aunque ideológicamente as-
piren a io mismo, parten de distintos presupuestos socioeconómico?
que motivan sus diferenciaciones.

b) Que las prestaciones que en la sentencia de 27 de noviembre-
de 1971 cementada, se declaran incompatibles, se sustancian en tomo
a la derogación de la regla 4.a del artículo 22 por incorripsír'bilidad «sa
los artículos 28 y 2.9 de la Orden de 13 de febrero de i9o7, olvidán-
dose, acaso, que precisamente esa regía pasó úricamente a los Bsta-
ÍUÍGS cíe la Ga;'a estructurada como artículo ¡6, precepto que, COR

idéntica finaíüdac! y ¿isto.to contenido en la prestación, sí queda vi'
gente, puesto que tiene las mismas características que el artículo 13,
y en este sentido ha sido confirmado per el Tribunal Supremo, sen-
íe.ncÍ2s de. 21 c'e junio, A. 2.684; 2 c 'e :,'-^-c> Á. 3.286, y 5 de julio
de :Í9'7I, Á . 3.293, entre otras.

c) Que es curioso observar cómo en el presente supuesto no se
tiene en cuenta «aquel sacrificio económico del trabajador a través-
de sus cotizaciones», que igualmente se da y son distintos los entes
gestores de las prestaciones principales y accesorias y, en todo caso,
responden a una financiación bivalente.

¿No será, quizá, que a través de este supuesto concreto se estaba con-
templando con un carácter verdaderamente social y solidario la estructura y
contenido de la nueva Seguridad Social, y destacándose al mismo tiempo una
situación excepcional de favor para los trabajadores incluidos en los Estatutos
de la Caja, que con ia entrada en vigor de un nuevo Régimen especial para
5a Minería pretende extinguir la disposición transitoria undécima de la Orden
cíe 20 de junio de i969?

c) Directrices y principios que informan la estructura y contenido de la
ingente Seguridad Social.—Siguiendo con la expositición de motivos de is
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ley cíe Bases, de su epígrafe I'i extraemos; <c. parees llegado el memento
ds operar el tránsito de un conjunto de Seguros Sociales a un sistema de Se-
guridad Social. Con ello se va más allá de la simple sistematización y ajuste
de los regímenes ya establecidos. Al generalizar la protección a la población
activa en su conjunto y al contemplar armónicamente las situaciones de necs-
siáaci social que la experiencia ha demostrado que son. susceptibles de ceber--
turz, se reacciona contra la insuficiencia de nuestro sistema actual, en parís
nacida de! largo y complejo proceso de expansión enerado, y muy particular'
monte, ds la aparición sucesiva y no coordinada áe los sistemas parciales de
aseguramiento.» Y sentado que sus principales directrices son ¡a tendencia s. !a
«ni&ad, la participación de los interesados en el gobierno de los órganos ges--
ícres, la supresión del posible ánimo de lucro de estos liltimos, la conjunta
consideración de las situaciones o contingencias protegidas, la transformación
dsl régimen financiero, la acentuación de la participación del Estado en eí
sostenimiento del .sistema y la preocupación preferente sobre los servicios de
recuperación y rehabilitación, destacamos cíe alias la tendencia a la unidad
{númzro 3 ¿el citado epígrafe) «que se manifiesta, primeramente, en que no
obstante lá existencia de '.Regímenes especiales junio al Régimen general ds
la Seguridad Social, respondan todos ellos a una misma concepción y a prin--
sipíos Shscfflogésí.eos, pero, s:o. especial, se traduce an I2 adopcr.cn cié medidas
atjcamJr.£tías a poner término a la complejidad de que adolece nuestro actual
sistema de Previsión Social, qus se manifiesta en una incesante proli&Kr.d.én
de disposiciones, causa y efecto a la vez, ae la diversidad cíe organismos y
entidades cuyas actividades se entrecruzan o interfiere:-."), cuando rno aparecen
superpuestas en atención a un mismo sujeto y a idéntico estado de infortunio,
can la inevitable duplicidad y consiguiente despilfarro de esfuerzos».

Asimismo conviene remarcar aquél que alude a la consideración conjunts,
de contingencias y situaciones {número 6 del mismo epígrafe), quedando mati-
zado que: «semejante consideración conjunta ofrece dos proyecciones clara-
siente apreciables, individual y colectiva, respectivamente. Desde el primer
punto de vista se trata de que las situaciones y contingencias, definidas con
carácter general, se entienden unívocamente, sin que circunstancias de lugar
o de tiempo determinen variaciones esenciales reflejadas en la desigualdad de
las prestaciones como venía ocurriendo hasta ahora; colectivamente se pre-
¿ende evitar la constitución de categorías privilegiadas de personas, y se tiende
a conseguir, en la medida máxima posible, que el trato dado a la misma no
presenta diferencias notables, cualquiera cjue sea el sector económico en que
'trabajen o la naturaleza de su actividad específica.»

Como analizábamos en el epígrafe III, el Tribunal Supremo ampara y jus-
SiSca-la subsistencia de las prestaciones de los artículos 13 y 16 de la Caja
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y 5.''J-6." de los Estatutos de las restantes Mutualidades Laborales del Carbón,
a través de ia disposición transitoria 11 cíe la Orden de 20 de junio de 1969,
enseñando que en e! preámbulo del Decreto ?}ot\li969 de 17 de marzo se
proclamaba que la especial naturaleza de ia minería del carbón y las caracte-
rísticas diferenciales de la misma, así corno la constante y progresiva supera-
ción de la capacidad protectora de la Seguridad Social, con acusada sensibilidad
hacia los colectivos laborales más merecedores de atención, son razones que,
junto a! fundamental principio de solidaridad que inspira la total acción, cíe
aquélla, justifican suficientemente el nacimiento de un Régimen especial para
aquel importante sector laboral... Se satisface así una continuada y razonada
pretensión social de mejor cobertura de los riesgos de una actividad cuyas
determinantes características de dureza y peligrosidad necesitan ser contra-
pesadas por una especial configuración de la acción protectora respecto da los
hombres que en ella se esfuerzan (sentencia de 3 de mayo de 1971). Efectiva-
mente, esta aspiración social encuentra su viabilidad y sustanciación mediante
no sólo la implantación de un Régimen especial, que ya por sí sólo justifica
todo aquel preámbulo, sino que encuentra su susíanciación efectiva por medio
de los denominados '.complementos de compensación» -—que posteriormente
casaron a formar el Fondo cíe Compensación profesional mejora exclusiva
de estos trabajadores, como adicional de determinadas prestaciones.

Pero todos estos principios y argumentos deben invocarse, y de hecho se
arguyen, teniendo su más sólida base jurídica en el artículo 10 de la ley Gene-
ral de la Seguridad Social, texto refundido, pero sin olvidar la finalidad pri-
maria y esencial ele que define todo el actual sistema de la Seguridad Social
española, conforme se extrae de la aleccionadora lectura de su exposición de
motivos, precedentemente relatados, tendente a promover la justicia social
proclamada por los Principios Fundamentales del Movimiento Nacional y a
promover una justa y equitativa redistribución de la Renta Nacional, a tra-
vés del extenso marco de su acción protectora y que a los efectos aquí deba-
tidos se concreta en suplir los defectos de ingresos por pérdida de la capa-
cidad adquisitiva o imposibilidad de aplicarla o los excesos de gastos por
causas socio-familiares, y en aquel elemental supuesto sustituir los salarios por
prestaciones hasta el límite que, como tope máximo, se autoimpone la orde-
nación de la Segundad Social; otra cosa sería romper el principio sinalagmá-
tico de cotización-prestación sustentado, básicamente, por las efectivas apor-
taciones (cuotas), a su financiación y mantenimiento que en caso negativo
supondría el fracaso, a plazo más o menos dilatado, de la eficacia de su acción
protectora, y, en suma, de todo el sistema de la Seguridad Social.

En la línea de esta amplia argumentación e incidiendo plenamente en eí
tema de la consideración conjunta de situaciones y contingencias, es necesa-
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fio traer de nuevo a colación la resolución da la Dirección General de la Segu-
ndad Social de 25 de mayo de i9yi, sobre responsabilidad de una sota Entidad
en el caso de invalidez permanente en que concurran distintas contingencias
(véase su contenido en la página 5). Marginando la problemática que su aplica-
ción puede implicar {tales como la dificultad clínica para determinar la lesión
y de ahí la contingencia de mayor trascendencia ---por ¡a edad del trabajador,
profesión habitual, posibilidades de agravación, medio ambiente, etc.—, como
.las causas estrictamente jurídicas, base reguladora de prestaciones, eventualidad
de no percibir prestación económica alguna si se entendiese que la más rele-
vante a los efectos cahíicaíonos era una enfermedad común, no tañer carencia
y otras varias de indudable repercusión, tanto para el presunto beneficiario
como para las Entidades cíe la Seguridad. Social evsntualmente afectadas, e
incluso, la propia y decisiva determinación de la contingencia calificadora que
no competiría a las Comisiones Técnicas Calificadoras como parece deducirse
de su último párrafo: «... y así habrá de hacerse constar en los correspon-
dientes expedientes previos a la actuación de las Comisiones Técnicas Califica-
doras»'), marginarnos, se dice, estas cuestiones, puesto que, en parte, quedan
•resueltas por ía nueva ley 24/1972 de 21 de junio, de financiación y perfec-
cionamiento cíe la acción protectora del Régimen general de la Seguridad So-
cial y disposiciones de desarrollo, y en particular Régimen que se analiza
con la normativa, del Decreto 298/73, de 8 de febrero, y Orden de su desarro-
llo. Por tanto, hay que engarzar su contenido, desde un punto de vista histó-
rico, con el nacimiento de aquellas prestaciones complementarias del mutua-
lismo laboral y, más aún, con los requisitos ds su concesión. Dos condicio-
nantes permitían el otorgamiento de las pensiones del artículo 13 de los Es-
iatutos de la Caja: 1." Tener cubierto el período de carencia, y 2." Qus ha-
yan cumplido la edad que les correspondería para jubilación, o en su defecto,
que les sea reconocida incapacidad absoluta para el trabajo por la Caja Nacio-
nal de Accidentes, cuando aquélla se derive de accidente o enfermedad pro-
fesional o por el Servicio Médico de la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la
Minería Asturiana, cuando se dé la circunstancia de otra enfermedad.

Cubierto el requisito de la carencia, el problema más interesante se plantea
en torno a la segunda condición. Propugnando la tesis de la extinción de las
prestaciones complementarias cuestionadas y observando la jurisprudencia, ac-
•veramos existen fundadas dudas sobre el nacimiento de esta prestación com-
plementaria en las situaciones que el trabajador, cualquiera que fuese su eaací,
as declarado en situación de. incapacidad permanente absoluta por accidente
Ce trabajo o enfermedad profesional, o cuando indiferenciando el grado cié
invalidez declarado por estas contingencias, tuviere la edad de jubilación;
dilema que se acentúa si la pensión complementaria se consolida precisamente
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por coexistir —con la inicial incapacidad parcial o total -, otra enfermedad
que inhabilita absolutamente al trabajador para toda profesión u oficie.

Esta enfermedad, concomitante y decisiva, hasta la entrada en vigor del
Régimen especial para la Minería del Carbón, era reconocida por el Servicio
Médico de la Caja de Jubilaciones y Subsidios de la Minería Asturiana. Cesado
este Servicio taaío por la constitución de aquel Régimen especial como por la
ouesta en marcha de las Comisiones Técnicas Calificadoras, esa función rné'
aica —si se considera subsistente la debatida pensión complementaria— debe
venir atribuida a un nuevo órgano. Atendiendo a la naturaleza de la función
y la relevancia de sus consecuencias, esta actividad encaja correctamente entre
las competencias asignadas a las citadas Comisiones Técnicas como servicio
común de la Seguridad Social, por cuanto supone valoración de un astado pa-
íológico general, desde el punto da vista de la aptitud laboral {calificación mé-
dico jurídica). Sin perjuicio de que, con posterioridad, por la Entidad gestora
competente se denieguen esas prestaciones adicionales por carecer el trabajad-
dos" afectado de alguno de los requisitos que perfilan su consolidación, en
cuyo caso únicamente surtiría efectos la prestación principal derivada del acci-
dente de trabajo o ele la enfermedad profesional en el grado de incapacidad
que per se invalide.

Como conclusión a este silogismo debe tenerse en cuenta la apuntada re-
solución de 25 de mayo de i9ji, donde, con nítida evidencia, se sustancia el
contenido y alcance ce lo qus ss entendería por consideración conjunta de
situaciones y contingencias, además de la unidad de gestión. En esta punto,
y de aplicarse estrictamente, eveníualmeníe podría desaparecer aquella píeii"
tación complementaria, toda vez que la nueva enfermedad, por su trascendencia
invalidante, podría absorber '.as secuelas derivadas de accidente de trabajo
o enfermedad profesional y surgir una prestación única con cargo exclusivo
z. la Entidad gestora de la enfermedad común, con las incidencias, siempres-
rue anteriormente se apuntaron, tema que en la esfera de este Régimen espe-
cial ha quedado profundamente modificado, como se deduce de los artícu-
los 17 y 18 de la Orden de 3 de abril de 1973, en materia de valoración,
cómputo del estado del trabajador para la declaración inicial de la invalidez
y su revisión, confiriendo a esta figura periódica su contenido diferente al
recogido in genere en el artículo 36 de la Orden de 15 de abril de i969 sobre
invalidez.
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2. Normativa vigente

Toda esta teoría que pretende evidenciar la extinta situación de las pres-
taciones complementarias de naturaleza mutuahsta aquí debatidas, encuentra
su más rotundo apoyo en las últimas disposiciones que regulan este Régimen
especial? Decreto 298/1973, de 8 ele febrero, y la Orden de 3 de abril si-
guiente, de aplicación y desarrollo del anterior.

La sola referencia del preámbulo del Decreto confirma y apostilla la línea
trazada sin necesidad de abundar en otras argumentaciones. Determina «... e!.
presente Decreto supone un notable perfeccionamiento de la acción protectora
•riel Régimen, especial de la Minería del Carbón, a la que se cía un?, orienta-
ción más flexible y adecuada y en la que cabe destacar, junto a la aplicación.
de las innovaciones ya establecidas en la ley 24/197.?, las nuevas normas sobre
incompatibilidad de pensiones que parten del reconocimiento del derecho a
la prestación única requerida por cada situación de acuerdo con el primero cíe
los principios antes invocados •--conjunta consideración, de las situaciones prc-
tegidas , en sustitución de! anterior sistema de complementos y de posible
concurrencia de prestaciones en un misino beneficiario, que resultaba más
propio de un conjunto de Seguros Sociales y ele otras medidas de previsión
independientes entre sí».

El estudio circunstanciado de las disposiciones citadas revela con radical:-
riad el resultado negativo de la cuestión planteada; así tenemos que \z dis-
posición final segunda del Decreto declara expresamente derogados • -s^lvo
ciertas normas que aluden al sistema financiero— el Decreto 384/1969, d.e
17 de marzo, por el que se regulaba este Régimen especial; íntegramente la
Orden de 20 de junio de i969, así como los Estatutos de las Mutualidades La-
borales del Carbón y los de la Caja de Jubilación y Subsidios de la Minería
Asturiana, excepción hecha de aquellos artículos que hacen referencia a de-
terminados aspectos orgánicos, denominativos, competenciales y órganos de
gobierno, sin perjuicio de lo que al respecto establece el artículo 3S.3 de ía
ley de la Seguridad Social de 21 de abril de i966 {coincidente en el nueve
texto de la ley General de la Seguridad Social aprobado en 30 de mayo de
1974) e n materia de ¡a competencia que corresponde al Ministerio- de Trabajo
•sobre estas cuestiones. Finalmente deroga los de igual e inferior rango que se
opongan a lo que en ella se establece.

Î as disposiciones transitorias del Decreto que se examina, que tiene is.
pertinente, aunque no ordinal correlación en la Orden de 3 de abril •• saivo
¿1 último párrafo de su norma transitoria cuarta en materia de revisión , ra-
íificsn cuanto precede. La transitoria sexta dicta normas compensatorias o ni-
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veladoras para aquellos supuestos en que se cause alguna prestación económica
con posterioridad a la entrada en vigor del Decreto y, determinándose la cuan-
tía conforme a lo establecido en el mismo, suceda que el valor absoluto de ésta
insultase inferior al que hubiere correspondido de aplicar a la misma situación
Í5 normativa anterior, inclusión hecha de los incrementos previstos en los
artículos 13-16 de los Estatutos de la Caja, y en el artículo 6." de los Estatutos
cñ las Mutualidades Laborales dsl Carbón para la silicosis. Por su parte, la
transitoria octava, en materia de incompatibilidades, refuerza el contenido del
artículo 11 dsl propio Decreto, al reiterar la imposibilidad., de concurrir en
un mismo beneficiario cualquiera de las pensiones de este. Régimen especial
con las causadas al amparo de la lcgis,ación anterior al misino.

V

CONCU ÍSIONES GENlíRALES

La extensa y detallada exposición de la realidad fáctico-jurídica que en-
rcarca el problema de las prestaciones complementarias del mutualismo laboral
romo institución de Previsión Social, compatibles con Jas básicas de lo.s Segii-
Í'ÜS Sociales, -podía provocar una incisiva incertidumbre ai conexionarla con
los criterios sustentados hasta ahora por la jurisprudencia. Sin embargo, los
precedentes razonamientos y las últimas disposiciones en la materia permitan,.
z. modo corolario, formular las siguientes conclusiones generales:

1) Con anterioridad a la entrada en vigor del Régimen especial para la
Minería del Carbón, es factible hablar de la existencia y compatibilidad de
prestaciones (básicas y complementarias) con cargo a las respectivas Entidades
«aseguradoras», gestoras o Mutuas Patronales y a la pertinente Mutualidad
Laboral de encuadramiento o responsable.

2) Tras la plena efectividad de su normativa, la subsistencia de tales pres-

taciones adicionales de naturaleza «mutualista», venía condicionada:

a) De. un lado, a una zona geográfica, precisamente el ámbito de
aquellos trabajadores que, según se analizó, gozaban de una protec-
ción más fuerte, ios integrados en Jos Estatutos de ¡a Caja de Jubi-
laciones y Subsidios de la Minería Asturiana, y

b) De otro, a que se extingan las pensiones mutualisías concedi-

das como básicas y causadas con anterioridad a 1." de abril de i969»
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Circunstancias que configuraron la vigencia de esta prestación con un cz-
.rskier exclusivamente sustitutive.

3} La extensión ele esta prestación «complementaria», subsistente bajo las
condiciones precitadas a otros sectores de la actividad minera y su rnante--
nstníímío con carácter general, deviene imposible:

i.° Por razones íécnico'íinancieras y de equidad por cuanto
afecta o incide en la redistribución de la renta nacional.

2." Porque la adjetivación «complementaria» de esta clase de
prestaciones propia de una previsión plural, no encaja sn si actual
sistema de la Seguridad. Social, donde ya existe un Régimen especial
(Minería) en atención a las causas y peculiaridades que genéricamente
expone el artículo ¡o de la ley General de ¡a Seguridad Social, testo
refundido.

4) Este Régimen especial para la Minería del Carbón, contemplando cor?,
carácter absoluto el contenido de su cobertura, incorpora algo nuevo y propio
al mismo: la normalización de las bases cíe cotización, que podría recordar
bajo un punto de vista estrictamente económico y ideológico, el sentido de
aquellas prestaciones complementarias; existiendo, además, la garantía dú
íondo de compensación profesional de ias Mutualidades Laborales del Carbón,
como previa a la que corresponde llevar a cabo por la Caja de Compensación
del Mutuaiismo Laboral.

5) I ioy, la diáíana interpretación dada por la Dirección General de la.
Segundad Social a la materia de unidad de gestión y consideración conjunta
de contingencias fundamentales, y el articulado de la Orden de 3 de abril
de 1973, hacen insostenible no ya doctrinal, sino legalmente, la tesis de la
subsistencia de tales prestaciones.

A esta conclusión lógica y jurídica se llega como una consecuencia inelu-
dible —obvia por la observancia de la norma en vigor del casiusmo de
muchos supuestos; las características propias de cada prestación; las notables
diferencias habidas entre ellas, estudiadas por la jurisprudencia generalizada'
mente; el diferente trato jurídico apuntado para los trabajadores de esta espe'
cial actividad minera, según las zonas geográficas; los principios informadores
de todo el sistema de Segundad Social; la raíz comunitaria de las aportacio'
lies a si¡ financiación; el interés social por encima del particular, y otros
no menos importantes que pueden deducirse del análisis efectuado, datos que,
cuando menos, y con el mismo espíritu de justicia social y solidaridad nacional
<]ue anima a nuestro más Alto Tribunal, inclinan o proyectan radicalmente si

Tí)
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sentido tuitivo ae la Seguridad Social vigente hacia uns. posición ríe igualc.á.d
efectiva en el campo de su acción protectora, que exigía la extinción de Ir.
prestación adicional mutuaíista ex nunc aunque temporalmente hubiese sub-
sistido —zn presencia cía ciertos requisitos y con mere car£cteí.- sustitutiva—
soma salvaguarda del goce de un peculiar derecho (la. prestación básica as
eriges, muíualista). Tema que ha quedado suficientemente esclarecido y ma-
tizado por las más recientes normas (Decreto Z9E¡Y.9'/%, de 8 ás julio, y Or-
den de 3 de abril) que actualizan este Régimen especial de la Minería era la
Seguridad Social., puesto que todo esfuerzo económico y progreso sociológico
«a tarea conaún y revierte sobre todas como miembros de una Comuaidad.
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